Escrito para la abogada de Ecologistas en Acción de cara al recurso contra la aprobación de las Normas Transitorias de Perales de Tajuña (julio 2007)

Líneas de trabajo 
Justificación de la necesidad de suspensión del planeamiento vigente

Cambio de modelo urbanístico y determinaciones estructurantes

Cambio de ordenanzas de zona, condiciones estéticas, alturas edificabilidades

Justificación del ámbito de suspensión delimitado y de los motivos para mantener la ordenación “obsoleta” en el resto del municipio (se entiende que adecuado)

Justificación del diagnóstico (memoria de información y diagnóstico)

Ausencia de análisis del cumplimiento de la ordenación previa y vigente.

Proyección de crecimiento incomprensible

Justificación de la ordenación propuesta (memoria de ordenación y normas urbanísticas)

Ambiental: 

preocupación por el suelo no urbanizable

Hidrológica-inundabilidad

Medidas preventivas, correctoras y seguimiento ambiental

Urbanística: 

obtención de suelo para dotaciones, espacios libres y vivienda de protección

Inmobiliaria: reactivación de la construcción (ausencia de estudio de licencias de edificación en los últimos años, de mercado municipal, siempre orientado hacia la escala regional, suelo industrial. Ausencia de demostración de iniciativas firmes de  

Vivienda: necesidad de vivienda

Justificación técnica de los documentos aprobados

Cuantificación de la documentación elaborada en función de lo que se considera más importante para el objetivo final de la propuesta.

Información (memoria y planos) (ver importancia prestada a instalaciones y servicios)

Diagnóstico

Ordenación (memoria y planos)

Normas urbanísticas

Memoria ambiental (cuánto al estudio de fragilidad visual?)

Estudio hidrológico (fuera de lo normal por la inundabilidad de la vega)

Estudio acústico

Respuestas a informes y alegaciones 

Cumplimiento de la legalidad vigente

Retraso en la aprobación.

Cumplimiento de los contenidos mínimos obligatorios para un planeamiento urbanístico.

Contenidos del Estudio de Incidencia Ambiental. (¿Que no hemos consultado?)

Tramitación del planeamiento convencional: ART. 56, 57 Y 63.
1. Formulación del Avance (obligatorio en el caso de Planes Generales, sus revisiones y Planes de Sectorización, según art. 56 Ley 9/2001). Ya elaborado y aprobado

2. Información pública mínima plazo de 30 días

3. Recepción de informe previo de análisis ambiental por consejería competente en medio ambiente, en tres meses.

4. Aprobación del Avance incluyendo resultado de la información pública.

5. Aprobación inicial del Plan General por el pleno municipal

6. Información pública mínima plazo de un mes y requerimiento y recepción de informes preceptivos de los órganos y entidades públicas simultáneamente.
7. Remisión del documento a la consejería competente en medio ambiente para que emita el informe definitivo de análisis ambiental, en dos meses.

8. Aprobación provisional del Plan General y remisión a la consejería competente en ordenación urbanística para su aprobación definitiva.

9. Aprobación definitiva del Plan General a partir de los 4 meses de la entrega de toda la documentación. (art.63)
 Procedencia de la tramitación desde la comunidad frente a la habitual:

Sumando plazos obtendríamos:

1 mes IP Avance



+ 2 meses IPAA (además del de IP)



--- elaboración AI



+1mes IP AI PG e informes



+2 meses DIA



--- correcciones para AP



+4 meses para AP

Si se supone una duración similar en la elaboración desde la fase de Avance a la de AI que la destinada a elaborar las NNTT, puesto que de forma urgente se podría optar por no clasificar suelo urbanizable sectorizado, con lo que, salvo objetivos generales, se remitiría a la sectorización el  resto del suelo urbanizable, y el suelo no urbanizable se podría remitir a Planes Especiales para su protección más pormenorizada si fuera necesario.

Se supone que la rectificación de la AI a la AP sería similar a la llevada a cabo por las NNTT desde su AI a su AD.

Por tanto, el trámite sólo debería retrasarse el tiempo de espera de la emisión del informe previo de análisis ambiental posterior al avance (3 meses máximo), durante el que tendría lugar la información pública del periodo de Avance, y el periodo desde la aprobación provisional por el ayuntamiento del Plan General hasta al aprobación definitiva del mismo por la consejería competente en urbanismo (4 meses). 
Notas sobre la memoria de información (Héctor)

2. Antecedentes de planeamiento. No se fundamentan los problemas concretos del ámbito delimitado por las normas como especialmente sensibles desde el punto de vista urbanístico 

- (pg 9-11) Se despachan las Normas Subsidiarias de 1978 con un párrafo sobre las distintas clases de suelo, un cuadro superficies, un plano de clases de suelo y otro de gestión, sin ninguna interpretación sobre sus características, objetivos, virtudes, defectos o nivel de ejecución. Esta ausencia de análisis es más grave en cuanto a que habiendo estado en vigor desde 1978  hasta 1992, una vez derogadas las NNSS de 1992 en 1999, volvió a ser el planeamiento vigente, y de hecho lo sigue siendo en la zona no incluida en el ámbito de suspensión y aprobación de las Normas Transitorias.
- (pgs. 12-22) Normas subsidiarias de 1992. Se dedica un análisis más extenso a la normativa derogada del que se dedica a la vigente, describiendo su clasificación, áreas homogéneas y unidades de actuación en suelo urbano, suelo apto para urbanizar, suelo no urbanizable, patrimonio catalogado. Comparando esta estructura analizada con la ordenada por las Normas Transitorias, se han considerado más vinculantes las determinaciones previstas por la normativa de 1992 que por el planeamiento vigente hasta la fecha. En ningún caso se desarrolla análisis de la ejecución del planeamiento de 1992, ni se estudian en profundidad los motivos de su derogación o la falta de desarrollo según la normativa  de 1978, tras la derogación de la del 92.

3.6 Datos del suelo.3.7 Datos catastrales

- Se presentan  listas de datos sin elaboración ninguna sobre superficies de suelos clasificados y parcelas catastrales.

3.(de nuevo punto 3) Núcleo urbano 

3.2. Morfología urbana.

- Respecto a las alteraciones discrepantes producidas por las distintas normativas de aplicación durante el periodo de aplicación por segunda vez de las normas de 1978, se comentan como hechos puntuales las fachadas de ladrillo visto, algunas edificaciones de más de dos alturas.
3.4 Elementos urbanos estructurantes.

- Se enumeran edificaciones dotacionales y espacios públicos, incluyendo las cuevas neolíticas, el antiguo ferrocarril y los accesos a internet.

3.4.b. Red de infraestructuras. 

AGUA. Sin aportar datos más explícitos que el consumo del municipio, según el Canal de Isabel II, en los años 2001 y 2002, se afirma que se consume un valor bastante bajo, 200l día, que se explica porque está poco industrializado, y que en otros municipios  de mayor actividad industrial se llega a alcanzar los 300 o 350 l/habitante/día, como si fuera una aspiración objetiva consumir más agua, cuando lo que se busca es justificar un crecimiento industrial, ya previsto en las normas de 1992.
SANEAMIENTO. Se describe la red existente, mixta y en dirección norte-sur, sin entrar a valorarla, aquí no, mientras para otros aspectos sí se refieren a todo el término municipal, los problemas surgidos por la edificación dispersa en suelo no urbanizable, limitándose a describir la próxima construcción de una depuradora para Perales y Tielmes con capacidad para 13.200 habitantes equivalentes, dando por hecho que como semejante capacidad de carga es mucho mayor que las poblaciones existentes en la actualidad, no es necesaria mayor valoración. (comprobar que en el ámbito la red de saneamiento recoge todas las aguas residuales, incluyendo la s bolsas al este vinculadas a la N-III).
3.5. Análisis parcelario y de la edificación.

- Hay una proporción de solares vacantes del 11% sobre 725 totales (79) en el casco. Esto implicaría 80 solares vacantes para nuevas viviendas, que en función del número de solares existentes 726 y el número de viviendas 1529, unas dos viviendas de media por solar, implicarían una capacidad de 160 nuevas viviendas en el casco, lo que no se refleja en el cuadro resumen de la división del suelo, que plantea que no hay viviendas previstas en el casco fuera de los ámbitos de nueva ordenación.
- Edificabilidad refleja la interpretación laxa de la normativa.

4. Diagnóstico. (4 páginas)
4.1. Condicionantes del lugar.

- A-3 y R-3 a apenas 10 minutos de la capital (38Km en 10 minutos implica una velocidad media de 240Km/h)). Clara intención de relacionar la presión inmobiliaria de Madrid con el crecimiento de Perales, sin un estudio de demanda por comarcas o áreas de influencia de municipios similares respecto a Madrid, para proporcionar adecuadamente este aspecto del crecimiento.

- Topografía desfavorable para el desarrollo del municipio, lo que representa barreras físicas para el crecimiento urbano original.

- Hidrografía. Se indica el problema de inundabilidad en la vega del Arroyo de Prado de Arriba, en paralelo al cual se ha desarrollado el núcleo urbano, “que con sus crecidas le han convertido en un problema cuando las actividades agrarias han ido perdiendo terreno e importancia comercial, a lo largo del tiempo.” Sin haber desarrollado un estudio de la importancia económica de la agricultura desarrollada en la vega del Arroyo del Prado, se afirma que no hay actividad agraria, como uno más de los factores que justificarán su reclasificación con destino residencial. 

4.2. Dinámica de población. Proyecciones.

-”El municipio muestra un palpable cambio social, no solo por el cambio político, sino por el inminente crecimiento de la población, que se muestra en los análisis de los datos estadísticos e incluso con las proyecciones.”
A continuación se emplea el índice Gini, método estadístico empleado para estimar la distribución proporcionada, que sin ninguna justificación se emplea para lograr un coeficiente 0,41, que ni siquiera se valora.
El gráfico de proyección demográfica no es interpretable porque no se leen los datos de los ejes, aunque parece que indicar un crecimiento que no se corresponde con la realidad demográfica, que en ninguna parte del documento ha sido analizada.

“En la proyección de crecimiento llegamos a un radio 4500 a 6000 habitantes en 2016. En 2020 puede oscilar tomando los incrementos anteriormente mencionados los 5000 a 7500 habitantes”. Párrafo que parece concluir alguna explicación previa que se ha omitido. 

Finalmente se estima un techo de 8200 habitantes debido a la repercusión potencial de las siguientes infraestructuras futuras 

· el aeropuerto de Puerto Real, 

· la parada de AVE prevista junto a él, 
· la ampliación de la línea de metro de Arganda del Rey

junto a la buena oferta de suelos a precios asequibles y la presencia de la Autovía y la Radial III. 
La proyección demográfica, es un estudio complejo que debe tener en cuenta diversos factores, pero que procede en gran medida de una intención política, puesto que la necesidad de vivienda para alojar el crecimiento demográfico, el nivel de importancia del sector económico de la construcción en el municipio, o la demanda de suelo industrial, no justifican el crecimiento propuesto.
4.3 La presión por la vivienda. 

- Se insiste en el “palpable cambio social”, 

- Otros datos aportados:

- Incremento del 14% de los precios de vivienda nueva (octubre 2003-2004)
- 2.647 €/m2 construido de precio medio

- “En el caso de las viviendas plurifamiliares, el estudio ha localizado 220 promociones con 12.011 viviendas, de las que quedaban por vender en el momento de realizar el estudio un 28%”. Se desconoce el estudio al que se hace referencia. 

- 318.348€ precio medio por piso en la comunidad (ronda en octubre)

- 12% más que el año anterior.

- Los municipios más baratos para adquirir un piso son los de Arganda, Valdemoro o Campo Real y el resto de municipios de la vega del Tajuña.

- Se aportan tres tablas, sobre las que no se dice nada y a las que no se ha referido ninguno de los datos anteriores, sin fuente, y que aportan datos del municipio de Madrid y la Corona, de solares, promociones y obras.

Se debe resaltar, que en un capítulo tan importante para la coherencia del documento como  el diagnóstico, sea tan evidente la aportación de datos que no aluden a la memoria de información, documento destinado al análisis de la situación actual del ámbito y a la detección de los problemas a resolver, y que los datos aportados sean todos relativos al ámbito del sector económico inmobiliario, y no a las necesidades existentes en el municipio. 
Se evidencia la falta de datos y análisis relativos a los siguientes puntos, con el objetivo de evaluar las medidas apropiadas a recoger en la memoria de ordenación:

· evaluación del planeamiento existente, especialmente en el caso de Perales, donde la causa aludida para la tramitación de las Normas Transitorias ha sido la falta de conveniencia del planeamiento en vigor.

· las viviendas principales y secundarias, vacías y su estado de conservación
· empleo y economía municipal por sectores, desde donde poder definir las necesidades de suelo  de usos agrícolas o productivos, así como determinar la dimensión adecuada de crecimiento proyectado en función del sector inmobiliario local o de ámbito regional. 
· dependencias funcionales de otros municipios y de Madrid, no sólo enumeradas, sino medidas en parámetros con los que establecer comparaciones con municipios de similares características y proyecciones adecuadas.
· Licencias concedidas y ejecutadas en los últimos años, y normativa de aplicación (entre NNSS92 y NNSS78), para valorar la importancia del desarrollo del sector constructivo municipal.

· estudio de precios de suelo y venta de inmuebles, especialmente vivienda, para estimar los esfuerzos medios según la renta de la población municipal, especialmente de los sectores que necesiten más apoyo, para estimar la necesidad de medidas de apoyo a la vivienda en términos razonables.
· Evolución demográfica. Población, inmigración, emigración.

Notas sobre la memoria de ordenación (Héctor y Ana)

2. Antecedentes. 
- “municipio con una fuerte dinámica social definida por el interés que tiene para los inversores inmobiliarios dentro del ámbito de la Comunidad de Madrid.” Se antepone el interés inmobiliario a las necesidades municipales.
- “Las necesidades de crecimiento urbanístico del municipio están justificadas por su crecimiento poblacional y socioeconómico según los datos analizados por la Revisión del Plan General pero no se ven acogidas por un marco urbanístico adecuado”. Se alude al Plan General en revisión, cuya documentación no se incluye como anexo, al menos en la parte justificadora de las Normas Transitorias.
- Se afirma, que “tanto el Ayuntamiento como la Comunidad de Madrid han venido considerando vigentes dichas Normas hasta fechas recientes” (por las Normas Subsidiarias de 1992) habiendo sido derogadas por el TSJ de Madrid en 1998 y admitida su nulidad por la Comunidad en 1999.

- Se alude a la dificultad de la situación jurídica urbanística por haber sido las Normas de 1978 superadas por la realidad de los años de aplicación de las Normas de 1992. Sin embargo, ni en la memoria de información, ni especialmente en el diagnóstico, se ha valorado con mayor profundidad esta situación.

- A continuación se valora la justificación de la tramitación a través de la redacción de normas transitorias:

“Se considera la revisión del planeamiento como la solución definitiva pero la dilatación en el tiempo de su aprobación comienza a manifestar sus primeras consecuencias.” A pesar de la continuada referencia al Plan General en revisión, se recogen aspectos parciales del mismo, pero no se informa sobre el inicio y tramitación del Avance, sometido a información pública en febrero de 2005, cuya ordenación propuesta planteaba una clasificación de suelo urbano y urbanizable que sumaban el 29% del término municipal, frente al 3% de las Normas del 78 y el 1% de las NNSS 92 anuladas. 
 “la corporación local decide acudir a la Comunidad de Madrid para buscar una solución viable. El Consejero de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio corrobora, como solución más adecuada, la redacción de unas normas transitorias amparadas en el artículo 70 de la Ley 9/2001 de la Comunidad de Madrid. El Ayuntamiento decide iniciar la redacción del presente documento de normas transitorias en un ámbito parcial del municipio de manera que se solucionen los problemas más inmediatos que hemos relatado. No obstante, la indefinición reglamentaria de los contenidos de las Normas Transitorias, la inexistencia de instrumentos de planeamiento semejantes en municipio de la Comunidad de Madrid y las condiciones de su tramitación propician una situación de incertidumbre jurídica que conlleva, entre otras cuestiones, la restricción de sus competencias aun siendo un instrumento de planeamiento general.” Ante los informes y sugerencias decisión de preferir desarrollar unas normas antes que enfrentarse a la aprobación convencional de un planeamiento inadecuado por su excesivo crecimiento previsto.
Según el art. 70, será la consejería la que dictará las normas transitorias, pero en la memoria de ordenación se alude a que es el Ayuntamiento el que inicia la redacción, lo cual resulta incoherente con que el propio Ayuntamiento presente alegaciones a un documento redactado por ellos mismos.

Injustificación de la delimitación del ámbito.
Inquietud acerca del suelo de reserva urbana y metropolitana que mantiene la vigencia de las normas del 78.
“En cuanto a las estrategias urbanísticas propuestas por las presentes Normas, se han elaborado siguiendo criterios de coherencia con el Plan General en revisión y de continuidad con la huella urbana que han dejado las Normas Subsidiarias de 1992(…).”
Se ignora si posteriormente a la tramitación del Avance sometida a información pública, pero no se entiende la coherencia respecto al documento de Avance del Plan que propone un crecimiento tan injustificado.
- “Los proyectos de desarrollo de la actividad de planeamiento iniciados por los particulares ven interrumpida su formulación independientemente de la fase de  desarrollo en que se encuentren”. Pero no se demuestran dichas iniciativas con la enumeración de documentos de planeamiento de desarrollo en tramitación en el momento de la derogación de las Normas de 1992. 
- De manera similar, se alude a la insuficiencia de las condiciones de regulación de la edificación en las Normas de 1978, sin la evaluación previa de dichas insuficiencias, que asegure que la regulación propuesta resuelva dichos problemas. Además, se afirma que se producen “coeficientes de aprovechamiento de suelo muy superiores a la media existente”, cuando el número de alturas permitidas en el núcleo urbano es el mismo que el propuesto en las Normas aprobadas en 2007 (3 alturas en ambos casos), siendo menor para el casco urbano en las normas anuladas de 1992, dos plantas, salvo en la Calle Mayor donde se permitían 3, lo que en 7 años de vigencia oficial más 5 de aplicación posterior a su anulación, junto a las edificaciones tradicionales anteriores a la entrada en vigor de la normativa de 1978, ha producido la variedad de alturas y colmatación de parcelas que preocupa al equipo redactor.
2.1Criterios y objetivos del Avance del Plan General. 

- No hay criterios y objetivos de las Normas, ya que estas se entienden como una parte del documento de Plan General en tramitación.
- (PG.6) “Cabe destacar la circunstancia comprometida que concurre sobre el sector sur del casco histórico, que se localiza como fondo de un eje de escorrentía natural, conformándose éste en un tapón para las avenidas ocasionales. La propuesta de ordenación de los terrenos de la vega por donde circula esta cacera, tangente al casco, prevé el tratamiento global de las aguas pluviales hasta su desembocadura en el Tajuña, y por tanto se alcanza un doble resultado; la extensión urbana del casco y la actuación de encauzamiento de las avenidas en el ámbito del casco histórico.” A pesar de la modificación del documento de Aprobación Inicial respecto a la definitiva, en el que se clasificaba como urbanizable la vega en la parte Este del ámbito, se insiste en el encauzamiento de la cacera, enterrada en su discurso por el suelo urbano ordenado, sin respeto por el dominio público del cauce existente, según se informa por la CHT.
3. Caracterización y definición de las Normas Transitorias.(pg.8-10)

- “En su definición se ha tomado como referencia lo establecido por el art. 46 de la Ley 9/2001, del suelo de la Comunidad de Madrid”. Dicho artículo, hace referencia a la documentación de los Planes de Sectorización, figuras de  planeamiento que, según el preámbulo de la Ley 9/2001,  “completa la ordenación estructurante del Plan General sobre el ámbito territorial de suelo urbanizable no sectorizado”. No se justifica por qué de las dos figuras de planeamiento general que determinan ordenación pormenorizada se opta por el Plan de Sectorización, cuando la Ley unifica los instrumentos de planeamiento en la figura del Plan General, y el Plan de Sectorización no clasifica suelo, lo que sí ordenan las Normas Transitorias mediante la delimitación de un sector de suelo urbanizable sectorizado.
- Entre las funciones y contenidos de las Normas Transitorias, se cuenta con establecer las determinaciones de la ordenación estructurante sobre el ámbito de suelo, reconociendo implícitamente como tal la clasificación de suelo, según el art. 35 del la Ley 9/2001, y los contenidos se desglosan en función de las categorías de suelo, sin hacer referencia al hecho de que esas categorías las han definido las Normas Transitorias, algo que sólo puede hacer el plan general y no el plan de sectorización. Se evita la formulación de contenidos según las funciones y contenidos del Plan General para eludir las determinaciones sobre protección del suelo no urbanizable, que parece que es la diferencia sustantiva de contenido entre la documentación presentada por las Normas Transitorias y un Plan General convencional, además de eludir un periodo de información pública más que el trámite seguido con las Normas, y evitar el periodo entre la aprobación provisional municipal y la definitiva de la Consejería competente.  
4. Conveniencia y oportunidad de la formulación de las Normas Transitorias.
- Vacío urbanístico producido no es tal por la vigencia de las Normas del 78, y en cuanto a su incoherencia con la legislación actual, la mayor parte de los municipios de las Comunidad no han actualizado su planeamiento, en contra de la disposición transitoria tercera.5 de la Ley 9/2001 que obliga a adaptar a la ley el planeamiento municipal en el plazo de dos años desde su entrada en vigor, y no por ello han dejado de tramitar licencias de planeamiento, pues en las disposiciones transitorias de la Ley se regula la actividad urbanística hasta la actualización. En el caso de las Normas del 78, la delimitación de polígonos que deberían ser desarrollados a través de plan parcial podría continuar con su tramitación según la Ley 9/2001. Además, lejos de resolver la supuesta incertidumbre jurídica de las Normas de 1978, delimitar un ámbito de suspensión de 60 Ha deja las 4500 restantes del término municipal en esa supuesta situación, dentro de las cuales se encuentran las 83,3Ha de las 157 ordenadas como suelo urbano o de reserva urbana en las Normas del 78 situadas fuera del ámbito de suspensión.
- La alusión a la presión por la vivienda no se ve confirmada por las necesidades de  2.040 viviendas existentes, según el quipo redactor, frente a los aproximadamente 2472 habitantes, según el padrón de 2005.

- “Las actuaciones de desarrollo propuestas para el suelo urbanizable” no se aclara si se tramitaron durante la vigencia de las normas anuladas de 1992, cuando había suelo clasificado como urbanizable, o durante la nueva vigencia de las Normas del 78, que no clasificaban suelo urbanizable, sino de reserva urbana, quedando la mayor parte del suelo clasificado como tal fuera del ámbito de suspensión y aplicación de las normas transitorias.
- “Entre las estrategias urbanísticas de las Normas Transitorias se incluye la obtención de suelo destinado a redes públicas generales que en la actualidad son deficitarias en el municipio, así como de suelo destinado a redes públicas supramunicipales para el desarrollo de vivienda de protección pública destinada a la población joven del municipio.”En la memoria de información, punto3.4, se describe la red de equipamiento y espacio público, sin hacer referencia a las deficiencias o necesidades de equipamientos o espacios libres, igual que en el punto 4 de diagnóstico. No se contabiliza la superficie de las redes generales existentes. Sin embargo, sí se miden las redes locales en las fichas de Áreas Homogéneas, con objeto de poder aumentar la edificabilidad de las mismas y de los ámbitos de actuación incluidos, según el artículo 42.6.c de la Ley 9/2001, “en las áreas(homogéneas) en que no se alcancen los estándares citados (redes locales mínimas) no podrán establecerse determinaciones de ordenación que supongan aumentos de edificabilidad respecto a las condiciones existentes previas al Plan.” No hay por tanto, una estimación de necesidades para resolver la deficiencia existente, sino la preceptiva por ley para los crecimientos urbanísticos previstos, algunos de los cuales ni siquiera se cumplen, puesto que en los ámbitos de actuación (AA) 01, 02a, 02b, 02c, 04 y 07 se producen monetizaciones de redes generales públicas sin justificar su inviabilidad o excesivamente compleja obtención, según el art. 91.4.a de la Ley 9/2001. La inviabilidad no parece razonable puesto que la delimitación de áreas homogéneas(AH) y Ámbitos de actuación la realiza el propio equipo redactor, que debe justificar la idoneidad de los ámbitos delimitados, pudiendo ser continuos o discontinuos (art. 37.3). Como se afirma en la página 40 de la memoria de información, en la zona de extensión del casco hay “grandes bolsas de suelo vacante”, y en la justificación de la delimitación de las Áreas Homogéneas, ya en la memoria de ordenación, varias son delimitadas precisamente por ser bolsas de suelo vacante cercanas al casco. Puesto que se han empleado en algunos  ámbitos delimitaciones discontinuas para obtener suelos con destino dotacional, caso de la AA-01 y AA-07  en AH-06, y de AA-03 en AH-09, no se entiende por qué no se ha procedido de forma similar en los sectores “inviables” en los que se ha previsto la monetización. Este hecho es destacable por su incoherencia respecto al objetivo cuarto de las Normas, “obtención de importantes bolsas de suelo destinadas a paliar, de forma efectiva, la escasez de redes públicas en el núcleo urbano.” (…)”De todos los objetivos enumerados quizás sea este el que más justifica y motiva la formulación del presente instrumento”. El resultado de la ordenación propuesta prevé la obtención, condicionada al desarrollo de los ámbitos de ordenación y gestión delimitados, de un total de 122.330 m2 de suelo para redes generales y locales, que respecto a los 134.349m2 construidos previstos, según los estándares de la ley 9/2001 en su artículo 36 implicarían unas cesiones totales mínimas de 134.349 m2, y aunque se monetice el resto, sólo se estaría cubriendo lo estrictamente previsto por la Ley para los nuevos desarrollos, no para suplir deficiencias existentes.
Acerca del art. 36.5.a sobre el emplazamiento y dimensiones adecuadas de la red general de espacios libres, en el AA-4 se localiza una zona verde incluida en la red general en el interior de una glorieta de tráfico rodado, con lo que la adecuación respecto a la posible accesibilidad parece difícil.
Respecto a la obtención de redes supramunicipales para desarrollar viviendas de protección, en cumplimiento del artículo 91.3 de la Ley9/2001, al desaparecer del ámbito de ordenación previsto en la aprobación inicial los sectores urbanizables de uso residencial, resta la superficie de cesión con destino a vivienda correspondiente al sector industrial, con la intención de monetizarla por considerar incompatible la implantación de vivienda en el sector industrial, lo cual pone en duda el interés prioritario en promover vivienda pública y la idoneidad de la delimitación del sector industrial, al promover, contra el art. 2.c de la Ley 9/2001, una ordenación segregada  de concentración funcional y espacial para unos usos que no necesariamente resultan incompatibles con el uso residencial, y en todo caso se encuentran completamente desvinculados del núcleo existente.
1. Justificación y descripción de los contenidos.

6.1 Ámbito territorial de aplicación.

- Ni en la probación inicial se justificaban las 90,62Ha del ámbito, ni en la definitiva las 74,02Ha, sólo se  justifica la modificación del ámbito de aplicación.
6.2 Alternativas al modelo propuesto

- Se habla de una primera alternativa de crecimiento residencial en el borde oeste del casco junto al sector industrial propuesto finalmente, pero se desconocen sus dimensiones y características básicas. Se despacha por motivos de fragilidad visual, confundiendo además dichos motivos con el valor medioambiental.

La modificación del ámbito de aplicación, que afecta a los terrenos del Arroyo de la Vega, al este del casco, previsto inicialmente como suelos urbanizables sectorizados, excepto, extrañamente, la parcela correspondiente a la vivienda del actual alcalde, consiste, tras los informes desfavorables de las direcciones generales de Patrimonio, 
6.3 Clasificación del suelo

- No se justifican los cambios producidos en la clasificación de suelo:

clasificación como urbano consolidado de suelo rústico según las Normas 78 en la urbanización de Valdeperales, que en las normas 78 tiene 3,7 Ha de suelo urbano, y aunque en las normas 92 anuladas se delimitara como suelo urbano una unidad de actuación de 9,2HA, se exigían cesiones de zonas verdes y equipamientos para adquirir la condición de suelo urbano consolidado, y las actuales normas transitorias no sólo clasifican todo el ámbito previsto, en el 92 como suelo urbano, sino que la única parte del ámbito de 9,56 Ha que no es suelo urbano consolidado es la prevista en el 92 como cesión de equipamiento, que se delimita como ámbito de actuación para desarrollar más viviendas, exigiendo sólo las cesiones mínimas obligatorias para las nuevas 10 viviendas proyectadas, con la consiguiente descompensación de cargas para los propietarios que tengan que desarrollar ese ámbito frente al resto de las viviendas de la urbanización, que no han hecho cesiones previamente. Destaca el comentario en la ficha correspondiente al ámbito de actuación AA-10:” se ordena un ámbito de suelo vacante anteriormente calificado como equipamiento que no ha sido obtenido”.
- se desconoce por qué se han dejado fuera del ámbito y no aparecen reflejados en los planos de clasificación de planeamiento vigente, plano de ordenación Ord-02, los polígonos 14, 15, 16 y 17 previstos en las Normas 78 como suelo urbano de Ensanche, teniendo en cuenta su situación dentro de la zona de policía del río Tajuña, que es un Lugar de Interés Comunitario (LIC), por lo que debería tener la condición de suelo no urbanizable de protección. En el plano de ordenación la zona aparece como reserva metropolitana sin la delimitación de los polígonos, que sí aparece en los planos de la memoria de información, en las páginas 10 y 11, dentro del análisis de antecedentes de planeamiento, y en el Anexo de documentación de las Normas 78.
- La justificación sobre la necesidad de sectorizar suelo industrial se fundamenta en su clasificación previa en las Normas 92 anuladas, en la iniciativa privada desarrollada a través de un Plan Parcial tramitado hasta su aprobación provisional por el Ayuntamiento, haciendo constar que su aprobación, en fecha 15 de septiembre de 2000, es posterior a la anulación de las Normas del 92 que desarrollaban, anuladas 19 junio del 98, con lo que no fue tramitado legalmente. Además, en el documento de análisis de las Normas Transitorias no hay un estudio de necesidades de desarrollo económico municipal, ni sobre la dinámica económica del municipio, incluyendo el diagnóstico. 

A lo largo de todo el documento existe una falta de rigor evidente en la interpretación de las clases de suelo previstas en las Normas 78. 
La división de clases de suelo en urbano, reserva urbana y rústico procede de la Ley del Suelo de 1956.

En el anexo de las Normas 78, en las páginas 1 y 2, dentro del punto 1.4 Clasificación del suelo, se dividen las clases de suelo en:
Suelo urbano: casco antiguo, ensanche y con ordenación aprobada

Suelo de reserva: urbana y metropolitana
Suelo rústico.

En las Normas Transitorias se interpreta, en 9.1 cuadro comparativo del planeamiento vigente y el propuesto, el suelo de reserva urbana como suelo urbano, de reserva metropolitana como urbanizable y rústico como no urbanizable.

Sobre el suelo de reserva urbana, en el anexo de las Normas 78 se exige el desarrollo previo de Plan Parcial, y según el RD 1346/1976 Texto refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, vigente en el momento de aprobación de las Normas 78 en su art. 13, “Los Planes Parciales de Ordenación tienen por objeto en el suelo clasificado como urbanizable programado, desarrollar, mediante la ordenación detallada de una parte de su ámbito territorial, el Plan General y, en su caso, las Normas complementarias y Subsidiarias del Planeamiento; y en el suelo clasificado como urbanizable no programado, el desarrollo de los Programas de Actuación Urbanística.”
Por tanto, parece inadecuado considerar el suelo de reserva urbana como urbano y no como urbanizable.

Respecto al suelo de reserva metropolitana, basta considerar, según aparece en los planos del Anexo de las Normas 78 o en los de clasificación de las Normas Transitorias en la parte no incluida en el ámbito, que incluye todos los cauces del río Tajuña y arroyos de Prado de Arriba y de la Vega, para cuestionar su interpretación como urbanizable, cuando en las Normas 78 se define como el “destinado a la constitución, en colaboración con los Municipios, de un sistema de protección de comunicaciones, paisajes, ambiente e instalaciones indispensables para las necesidades metropolitanas.” Se desarrolla a través de Planes Especiales y sus condiciones de uso y edificación son más propias de suelos no urbanizables de protección que de suelos urbanizables.
1.5 Redes públicas generales y supramunicipales. Cumplimiento de los estándares legales.
- Se destaca la ausencia de datos numéricos acerca de las redes generales y supramunicipales existentes, puesto que las locales aparecen en las fichas de Áreas Homogéneas, y sí aparecen en los planos. Especialmente cuando se considera objetivo prioritario y justificativo de la tramitación del ddocumento.

1.6 Justificación del cálculo de los coeficientes de homogeneización.(CH)
- Se justifica que corresponden al comportamiento del mercado inmobiliario en la zona Sureste del ámbito metropolitano de Madrid, aunque se ignora de en qué fecha se hizo el estudio, porque como en general se refieren al documento de Avance de Plan General, cabe suponer que el estudio procede de los datos a los que se refiere el diagnóstico de la memoria de información, octubre 2004, cuando el Ayuntamiento solicita a la Comunidad el inicio de la tramitación el 11 de noviembre de 2005, con el consiguiente desfase respecto al precio de la vivienda libre e incluso protegida, puesto que la Comunidad de Madrid revisa los módulos de viviendas con protección pública en Mayo de 2005, Orden 1577/2005. 
Se adoptan los valores: Residencial libre 1, Residencial vivienda protegida 0,8, industrial 0,8, terciario 1,1.

Atendiendo a la relación entre la vivienda libre y protegida, sorprende que la relación del valor de repercusión entre la vivienda libre y de protección difiera sólo en un 20%. Los coeficientes de homogeneización deben permitir la definición de los metros cuadrados construibles permitidos en cada ámbito de ordenación a partir de los metros cuadrados permitidos para el uso característico o predominante del ámbito, que equivalen al aprovechamiento. Si la equivalencia económica no es apropiada, se producirán efectos disuasores para la construcción de los usos perjudicados, en este caso de vivienda de protección pública. Por poner un ejemplo, según los coeficientes de las NNTT, en un suelo donde se pueden construir 400 m2 de vivienda libre, se permitiría construir 400/0,8 (CH)=500 m2 de vivienda protegida, lo que implica que se considera equivalente, suponiendo que una vivienda tenga 100m2, construir cuatro viviendas libres a cinco protegidas, cuando la realidad inmobiliaria actual no parece tan ajustada. Según una estimación actualizada, de mayo a junio de 2007, comparando precios de ofertas de vivienda en Perales de Tajuña, a un valor medio de 2400€/m2 construido con el módulo vigente de vivienda de protección pública básica VPPB, 1052,91€/m2util (para pasar a metros construidos se estima una proporción media de 0,8m2 útiles por metro cuadrado construido) o 1316,1€/m2c, resulta una proporción de 1316/2400=0,55 bastante diferente a la obtenida de 0,8 en las NNTT. A esto habría que aplicar el valor de repercusión de la vivienda libre o parte del precio de venta atribuible al valor del suelo, que en vivienda de protección está limitado al 15% para VPPB, mientras en la libre suele oscilar alrededor de un tercio del valor de venta, con lo que la diferencia sería aún mayor. En el caso ejemplificado, por cada vivienda libre se podrían construir 7 viviendas protegidas, lo que resultaría mucho más interesante para potenciar el interés privado en el desarrollo de viviendas de protección las administraciones públicas para aumentar el parque de vivienda de protección municipal.
Notas sobre las fichas de áreas homogéneas (Héctor)

Se quiere destacar el error de interpretación de los artículo 39.2 de la Ley9/2001 en las fichas correspondientes a las áreas homogéneas AH-01 y AH-08, y del art. 42.6 en la totalidad de las fichas.
El objeto de este análisis es justificar la falta de cumplimiento de los estándares mínimos de cesiones para redes locales previstos en la ley, el aumento incorrectamente justificado de la edificabilidad en las AH-02 y 03, y el error en la estimación del número de viviendas previstas por las NNTT.
Además, se duda de la conveniencia de la delimitación de las AH, puesto que el análisis del área homogénea correspondiente al casco urbano, AH-01, determina una importante insuficiencia de redes locales, con lo que se considera inadecuado delimitar en las bolsas vacantes nuevas áreas homogéneas, cuando se podría destinar ese suelo, incluido en el AH-01, a compensar las deficiencias existentes, en lugar de incluir nueva edificabilidad, que en muchos casos tiene una cabida tan ajustada que provoca la monetización de las redes mínimas legales en los ámbitos de actuación propuestos. Es evidente que se considera prioritaria la adjudicación de edificabilidades a los propietarios privados que la búsqueda de un núcleo urbano máa cualificado.
Se hace la apreciación previa de que el art. 39.2.a se refiere a la superficie edificada de cada solar o parcela, y que, como se justifica a continuación, el matiz “edificada”, es decir, ya construida, frente a “edificable”, permitida por el planeamiento vigente, da pie a interpretaciones muy diferentes.
Según el art. 39.2.a) “Se calculará la superficie edificada de cada solar o parcela, expresada en metros cuadrados construidos. La superficie edificada real del área homogénea será la suma de todas las superficies edificadas de todos los solares o parcelas existentes en el interior del área homogénea. El coeficiente de edificabilidad real del área homogénea será el cociente de la superficie edificada real entre la superficie de suelo de todo el área, expresado en metros cuadrados construidos por metro cuadrado de suelo.

b) Al establecer la zona o zonas urbanísticas de ordenación pormenorizada, el planeamiento general calculará, sobre la superficie de suelo del área homogénea, la nueva superficie edificable, derivada de las condiciones de intensidad edificatoria establecidas por el planeamiento, a fin de compararla con la superficie edificada real y justificar, en su caso, las estrategias propuestas contemplando un escenario de evolución previsible del área homogénea con hipótesis razonables sobre la dinámica inmobiliaria. El coeficiente de edificabilidad del área homogénea será el cociente de la nueva superficie edificable entre la superficie de suelo de todo el área, expresado en metros cuadrados construibles por metro cuadrado de suelo.” 
Por tanto, se entiende por edificabilidad real la existente, no la proyectada por el planeamiento, con lo que el cálculo de edificabilidad real expresado en las fichas AH-01 y 08 no puede incluir, como se ve en el cuadro 9.3 resumen de la división del suelo, la edificabilidad existente (205.329 m2c para AH-01) más la prevista en los nuevos ámbitos de actuación (el resto hasta completar el total de 226.325m2c, que es la misma cantidad que aparece en la ficha como edificabilidad real). La interpretación efectuada por el equipo redactor lleva a un coeficiente de edificabilidad real mayor al correctamente calculado. (para AH-01 se ha calculado 226.325m2c/214.437m2s(superficie del AH)=1,055, frente a 205.329/214.437=0,96).
Sobre la interpretación del Art. 42.6  “sobre cada área homogénea y ámbito se establecerán las siguientes determinaciones:
c) La delimitación de todos aquellos elementos que sean necesarios para completar las redes públicas en la escala local. El Plan General habrá de justificar, con base en las limitaciones de la realidad urbanística existente en cada área, que se aproxima lo más posible a los estándares establecidos en el número 6 del artículo 36 de la presente Ley. En las áreas en que no se alcancen los estándares citados no podrán establecerse determinaciones de ordenación que supongan aumentos de edificabilidad respecto a las condiciones existentes previas al Plan.”
En este caso, la comprobación de la adecuación a los estándares del art. 36.6, 30 metros cuadrados de suelo por cada cien metros construidos, se debe hacer sobre la realidad urbanística existente, es decir, no sobre la edificación existente o “edificabilidad real” antes comentada, sino sobre el planeamiento vigente, que es la realidad urbanística existente. Esta matización se considera pertinente respecto a las áreas AH-02 y 03 especialmente, puesto que el cálculo efectuado de forma incorrecta permite justificar aumentos de edificabilidad frente a la edificabilidad real. El equipo redactor, en las casillas correspondientes a Estándares mínimos de la ley, valora el cumplimiento del art. 36.6 respecto a la edificabilidad real, es decir, respecto al número de viviendas u otros locales construidos, y teniendo en cuenta que en estas áreas hay importantes zonas vacantes sin edificar, el cálculo reduce mucho las exigencias de zonas verdes y equipamientos necesarias para atender las necesidades de la zona si toda estuviera edificada. Por tanto, al interpretar que se puede subir la edificabilidad porque las zonas de cesión son suficientes para la edificación existente, y sólo exigir cesiones a los nuevos ámbitos ordenados, o bien deja por satisfacer las cesiones obligatorias para las edificaciones previstas por el planeamiento en los solares vacantes, al ceder cada nuevo ámbito sólo las cesiones mínimas exigidas por la ley, caso de AH-02, o bien se exigen mayores cesiones de redes locales a los nuevos ámbitos, que además no se exigen en proporción a sus derechos de aprovechamiento y edificabilidad, caso de AH-03, donde todo el exceso se repercute en el ámbito AANI-02.
Respecto al cómputo de redes locales existentes, a pesar de no tener los datos de redes generales existentes, se intuye que para justificar la superficie requerida de cesiones locales que permita el aumento de la edificabilidad de las AH, se han computado las zonas verdes y equipamientos pertenecientes a la red general como redes locales, como queda en evidencia al computarse como redes locales en el casco (AH-01), 33.814 metros cuadrados de suelo, estimándose gráficamente en los planos que ni siquiera el cómputo que incluyera el ayuntamiento y la escuela, evidentemente redes generales por su carácter de servicio a todo el municipio, alcanza la superficie expresada en la ficha correspondiente.
Finalmente, sobre la estimación del número de viviendas existentes y previstas en las NNTT, en referencia al cuadro 9.3 resumen de la división del suelo, se advierte que no se ha tenido en cuenta la capacidad edificatoria en los solares vacantes con la nueva edificabilidad prevista.
Así. En el casco, AH-01, se recuerda que el número de solares vacantes daría lugar a aproximadamente 160 nuevas viviendas, y que en el resto de áreas homogéneas con suelos consolidados no ejecutados se podría estimar la siguiente cifra, suponiendo 100m2/vivienda:

376.103 m2  construidos totales en suelo urbano consolidado (según cuadro 9.3)

-331.217 m2 construidos totales de edificabilidad existente (según las fichas de AH exceptuando la que por error se ha incluido de los nuevos ámbitos ) 

44.886 m2 construidos de diferencia. 44.886/100=448 nuevas viviendas, que sumadas a las estimadas para el casco, darían 608 nuevas viviendas a sumar a las 718 estimadas en los nuevos ámbitos, lo que implica un total de 1.326 nuevas viviendas, en un ámbito del municipio, recordemos que no afecta a todo el municipio, en el que existen 2.040 viviendas en la actualidad (según cuadro 9.3), lo que implica un aumento del 65%, y estimando como media por hogar, según datos del censo de 2001, 2,7 miembros por vivienda implicaría una capacidad de acogida de 3.580 habitantes nuevos sólo en el ámbito de las normas transitorias.
Notas sobre las Normas Urbanísticas(Héctor)

Capìtulo 4.6 Uso zona verde

- Se produce cierta contradicción entre la definición de las condiciones que deben cumplir las zonas verdes en la normativa y su localización en los planos. Mientras en el art. 4.6.2 se exige una superficie mínima de 1000m2 y la posibilidad de inserción de un círculo de diámetro 30 metros, y en el art. 4.6.3 se determina su disposición sin vinculación a elementos lineales de protección de infraestructuras y sin colocación de pavimentos rígidos continuos,  la mayoría de las redes locales y generales del plano de ordenación de las NNTT Ord-04,se disponen en los bordes de la carretera Nacional III con el núcleo urbano, con dimensiones que no permiten la inserción de círculo de 30m.
En el capítulo 4.8 Uso infraestructura, se permiten aparcamientos en edificio exclusivo bajo rasante en zonas calificadas como zona verde, y aunque se obligue a reconstruir la situación previa, hay dudas razonables de la incompatibilidad de dichas construcciones subterráneas con el cumplimiento exigido para las redes locales de espacios arbolados.
Condiciones complementarias derivadas del informe de la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental, de 21 de febrero de 2007.

Se comprueba que en determinados puntos del AH-01 la línea de inundación para  Q500 afecta a los ámbitos colindantes.
Se reconoce en el Estudio de Incidencia Ambiental que existen zonas calificadas sobre depósitos de fondo de valle, sobre un acuífero superficial, donde hay un alto contenido de sulfatos, perjudiciales para las cimentaciones de hormigón de las edificaciones y con alto riesgo de asentamientos diferenciales y colapso por oquedades en el sustrato yesífero, que suponen dificultades geotécnicas importantes para las edificaciones previstas.

Se refieren a la limitación de las afecciones por eliminar los ámbitos alrededor del arroyo previstos en la aprobación inicial de las NNTT, sin tener en cuenta que el riesgo sigue vigente al permanecer la vigencia de esa zona, según determinan las Normas 78, como suelo urbano de ensanche.

Notas sobre la memoria ambiental (Eduardo)

Memoria ambiental incompleta y sin relación de la adecuación ambiental de la delimitación.

Ver medidas de obligada aplicación en la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental.

Habría que justificar que la Vega es el mejor lugar para construir y que la mejor opción para el caz es encauzarlo. Hay cuestiones a favor como la reducción de la inundabilidad, la fragilidad visual o el impacto acústico y en contra como la necesidad de la urbanización de la vega o la dudosa mejora ambiental que supondría, además de la pérdida de suelo agrícola de calidad, los problemas geotécnicos y la existencia de restos arqueológicos.

Al estudio edafológico le falta una comparativa de suelos de la comunidad para valorar la productividad de la vega. 
Estudio hidrológico incompleto.

Estudio acústico pasable pero ver si está referido al ámbito definitivo de las normas.
Seguimiento del documento de Memoria ambiental:

1.2.1 Caracterización de la unidad edáfica. Se habla de los suelo de la vega, que se han sacado en la aprobación definitiva del ámbito.

1.2.2 Caracterización de su capacidad agrológica. Vacío? Y es una zona aluvial.

- Alta capacidad agrícola (corroborar porque Juan lo dudaba)

1.3 Características geotécnicas
- Revelan poca idoneidad para las cimentaciones de las edificaciones al ser suelos de arcillas muy plásticas, nivel freático muy próximo a la superficie y yesos en el substrato que motivan alto contenido en sulfatos en las aguas, corrosivos para el hormigón.

Heterogeneidad litológica que puede producir asientos diferenciales en las estructuras y cimentaciones, incluso colapsando por oquedades en el substrato yesífero.

Baja capacidad de carga del suelo, que implica cimentaciones profundas.

(No se indican medidas para prevenir estas complicaciones en las cimentaciones)

1.7 Usos del suelo. 

- Usos dominantes cultivos de regadío y vegetación de ribera “se reduce” a sotos y bosquetes. (Se insinúa con la expresión“se reduce” que poca vegetación implica poco valor, sobre el que no se profundiza)

- Se indica la presión antrópica intensa sobre los suelos del ámbito (y el resto del municipio, y el suelo no urbanizable con construcciones ilegales?)

(EDU) No se hace referencia a la importancia de la transformación humana del paisaje de la cuenca del mediterráneo y su valor cultural.

1.7.5 Flora silvestre amenazada. Se indica que “no se ha identificado hasta el momento” ninguna especie vegetal a proteger, y no se expone el estudio sobre la flora del lugar, mientras sí se hace un estudio de la morfología urbana con anexo fotográfico. Se hace el listado de la legislación vigente sin más detalles.

1.8 Zonificación de las especies de fauna catalogadas.

- se presenta una lista sin mayor definición sobre la legislación que las protege, en qué ámbitos viven o medidas de protección

1.9.1 Espacios protegidos. ( No se habla de los existentes en el municipio aunque fuera del ámbito, como el LIC de la vega del Tajuña. Está por ver si no hay incluidas en el ámbito vías pecuarias.
1.10.1 Zonas arqueológicas. Sí se refieren a todo el municipio.(procede del Avance PGOU)  y no se especifica que el ámbito está en zona C, donde aunque no está probada la existencia de restos es muy probable. Pero el suelo industrial está en la zona A, de restos probados.Ver medidas protectoras.
1.12 Valoración del paisaje: modelo de fragilidad visual. (páginas 10 a 21 de 22 de la memoria ambiental)
- Se interpreta la susceptibilidad que presenta un paisaje al cambio cuando se desarrolla un uso sobre él. (EDU: en este caso sí es cierto que visualmente, el ámbito presenta la menor fragilidad del municipio) No hay conclusiones ni valoración del impacto concreto de la propuesta, sólo de la fragilidad municipal.
Notas sobre el Estudio hidrológico (EDU)
Referencia al cumplimiento del RD 170/98 sin decir  sobre qué legisla.
· Profusión de tecnicismos que impiden la comprensión del documento. Se parte de considerar que el encauzamiento recogerá el agua correspondiente a la red de pluviales (hay que ver si en las páginas iniciales del documento que faltan se justifica por qué) y que significará sólo un incremento del 10% respecto del caudal actual para el periodo de 500 años. (para documento de aprobación inicial y final igual?)

· Acondicionamiento del cauce.Se alude a “mejora hidráulica y medioambiental” entendiendo degradado el estado actual.

· Se refieren a una figura en sección del cauce en la zona contigua al casco antiguo, donde aparecen unas líneas de cauce sin aclaración a qué caudal de retorno representan, y donde el caudal de retorno de 500 años inunda 40 cm. toda la sección planteada (ver si eso coincide con los planos), seguramente más allá de los 20 metros de ancho que figuran en el plano AH.02 Línea de inundación (situación futura).
· Se describe la capacidad del cauce del arroyo actual como “muy limitada”, destacando la mejora que se produce con la adecuación del cauce. 

· - Conclusiones:las aguas generadas por la actuación urbanística pueden ser evacuadas por la red diseñada y el Arroyo, según la leyignota. Esto revela el objetivo del estudio, sin consideraciones ambientales. Ver contraste del informe de la confederación.

Notas sobre el Estudio acústico (EDU)

· referencia a la Memoria de Ordenación del Avance del Plan General. Estimación de datos según la previsión  de incremento poblacional descrita. Datos no conocidos.
· Se estima que la A-III no generará más tráfico en el año 2016, lo cual resulta contradictorio con las revisiones de planeamiento urbanístico de todos los municipios de la comunidad, incluido Perales en su Avance. De manera similar, parece escaso el incremento previsto en el tráfico de la M-302 de un 10% en 10 años, y no está justificada la estimación, a pesar de estar contenida en el punto 6.3.1
· 4. Descripción de la zona. Se plantea la necesidad del Estudio de Incidencia Ambiental desde la escala regional para poder entender la situación actual, cuando algunos de los estudios realizados no han valorado el impacto en el ámbito propuesto, y otras veces falta el estudio completo municipal. Demostración de la falta de criterio unitario en el trabajo desarrollado. Se destaca el valor como LIC del río Tajuña. El estudio de situación actual no se refiere al ámbito, sino a la totalidad del término municipal.

· 12. Valoración: (pg.11) se refiere  al Avance del Plan General  y se reconoce orientativa, controlando la atenuación desde las normas generales (ver) tanto de urbanización como de edificación. Justifican la ordenación alejada de la A-III y en cota altimétrica baja.

Notas sobre el Interés Regional (Héctor)

Según el art.19.2 del  Capítulo I del Título IV de la  Ley 9/1995, de 28 de marzo, de medidas de política territorial, suelo y urbanismo,(la Disposición Derogatoria Única de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, deroga esta Ley, salvo los Títulos II, III y IV que continuarán en vigor en su integridad.), 

“El interés regional es aquel que tiene incidencia en la totalidad o en gran parte del territorio de la Comunidad de Madrid, y cuyo contenido implica el ejercicio de competencias propias de la Comunidad de conformidad con el Estatuto de Autonomía.”

En el acuerdo de suspensión publicado en BOCM 112, de 12 de mayo de 2006, se justifica la aplicación del artículo 70 de la Ley 9/2001 según informe de la Dirección General de Urbanismo y Planificación Regional de la Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad de Madrid con fecha 17 de marzo de 2006, con el fundamento jurídico de atender un interés “supralocal” o interés “regional”, y que mediante una normativa transitoria posibilite la concesión de licencias y un desarrollo del suelo en consonancia con las medidas sectoriales a desarrollar en el municipio.
La conveniencia de las NNTT, puesto que se está redactando el PGOU, se justifica en que el Ayuntamiento no tenga que conceder licencias con arreglo a un planeamiento en contradicción con la CLASIFICACIÓN que deben tener los suelos según la vigente legislación sectorial.

En el documento aprobado de las NNTT , respecto a dichas justificaciones se observa:
· Modificaciones de la clasificación del suelo:

Suelo dentro del ámbito:

Suelo urbano: anteriormente ya suelo urbano, salvo parte de suelo rústico de Valdeperales, ya urbano dentro de una unidad de actuación en Normas de 1992 
Suelo urbanizable: anteriormente reserva metropolitana, aunque en  Normas 92 ya urbanizable

Resto del municipio: permanecen vigentes ámbitos de suelo urbano y reserva urbana a desarrollar en aplicación de las Normas 78 (se debe considerar que para estos sí valen las normas), y en los pplanos de NNTT no constan polígonos dentro del cauce del Tajuña de las Normas 78 (pol. 14-15-16 y 17), cuya vigencia es contraria a la protección de LIC y a la Ley de Aguas. Cambio de AI  a AD produjo dejar vigente como suelo urbano de ensanche la ribera del Arroyo de la Vega, también afectada por la Ley de Aguas. Por tanto, el criterio de protección de la legislación sectorial no se cumple.

Frente a la supuesta necesidad de la suspensión de las Normas 78 por su contradicción en la clasificación respecto a la legislación sectorial, llama la atención el informe de la DG de Medio Natural, que informa favorablemente porque en el ámbito no hay ningún espacio susceptible de protección medioambiental afectado.

Es importante la no referencia, ni en el documento de las Normas Transitorias ni en los informes sectoriales emitidos, a la situación vigente en el resto del municipio fuera del ámbito, especialmente a la zona del Arroyo de la Vega, que siendo excluida del ámbito de aplicación transitoria vuelve, en virtud de la vigencia de las Normas 78 , a suelo urbano, con lo que el Ayuntamiento tendría que dar licencia ante una iniciativa de desarrollo en el área, en contra de los informes 

Las modificaciones en las condiciones de la edificación no parecen tener relevancia suficiente para justificar por sí mismas el interés regional, puesto que no se modifica el suelo sobre el que se permite la edificación, y las condiciones de ocupación, edificabilidad y alturas reguladas en las Normas 78 no difieren sustancialmente de las propuestas en las Normas Transitorias.
Notas sobre el Informe de la Confederación hidrográfica del Tajo (2º informe de 17/01/2007) a la aprobación de las Normas Transitorias (Ismael y Héctor)

En el estudio hidrológico se definen caudales asociados a las avenidas extraordinarias, pero no se estima el caudal relativo al dominio público hidráulico ni se delimita el cauce.

No se justifica que el encauzamiento propuesto sea capaz de desaguar la máxima crecida extraordinaria de periodo de retorno de 500 años para la situación postoperacional.

El encauzamiento cubierto contraviene el criterio general del Organismo de cuenca.

No se respetan los márgenes de cinco metros de servidumbre de paso obligatorios incluso en la canalización cubierta, ni se delimita la zona de 100 metros de policía donde se condicionarán usos del suelo y actividades.

No se justifica la capacidad portante de la red ante el aumento de caudales procedentes de los nuevos ámbitos.

No se justifica, como se exige según el art.25.4 del texto refundido de la Ley de Aguas, la existencia de agua suficiente para satisfacer las nuevas demandas, siendo desfavorable el informe en tanto no se cumpla este requisito.

Se deben mantener los cauces de la manera más natural posible, a cielo abierto.

No se autorizarán construcciones ni instalaciones dentro del dominio público hidráulico

Sobre la capacidad de abastecimiento de agua y saneamiento, en el capítulo 6.7 de cumplimiento de los requisitos medioambientales, se justifica que al no haberse llegado al crecimiento previsto por las Normas 92, y haberse dimensionado las infraestructuras urbanas para dicho crecimiento, se mantiene la suficiencia de la capacidad. Sin embargo, según las Normas 92, había 850 viviendas existentes y se proyectaban 516 nuevas, lo que totalizaba 1.336 viviendas totales. Las actuales NNTT, estiman en el momento de elaboración del documento 2.040 viviendas existentes dentro del ámbito de aplicación, dejando fuera varias áreas del municipio con viviendas existentes,  y tienen previstas 718 nuevas, que como se ha comentado con anterioridad, olvidan estimar las 608 potenciales por aplicación de la nueva normativa sobre solares vacantes en el suelo urbano consolidado fuera de los nuevos ámbitos definidos, lo que proyectaría un total de 1.326 nuevas viviendas, con un total de existentes y proyectadas de 3.366, número muy superior a las 1.336 previstas como techo por las Normas 92. 
Notas sobre el Anexo de Informe de alegaciones (Héctor y David)

INFORMES SECTORIALES

1. Informe de Dirección General de Patrimonio: se pide Estudio Arqueológico del ámbito. Se remite al Plan General y a los estudios del planeamiento de desarrollo del sector industrial.
2. Informe de DG de Medio Natural: sin observaciones al no incluir el ámbito espacios protegidos.

3. Informe de DG Carreteras: sin observaciones relevantes

4. Informe de DG Agricultura y Desarrollo Rural: se solicita la consideración de afecciones de vías pecuarias y su inclusión en la normativa para su preservación.

5. Informe de la Confederación Hidrográfica del Tajo. Solicita la justificación del origen de los recursos hídricos demandados y que la Entidad responsable los garantice. Se pide la estimación y delimitación del caudal de dominio público en el ámbito,  y la justificación de la capacidad para poder desaguar la máxima crecida extraordinaria del periodo de retorno de 500 años. Se exige la servidumbre de paso de 5 metros en la zona de encauzamiento subterráneo. No se justifica la capacidad del emisario de Tielmes, al que se pretende conectar parte de la red de pluviales junto a la de residuales.
6. Informe del Canal de Isabel II. El caudal punta de los desarrollos es de 61,51 l/s, correspondiendo 8,97 l/s al SUC por desarrollar, 21,22 l/s al SUNC y 21,39 l/s al SUS. Se considera que la infraestructura existente de aducción, regulación y distribución no es suficiente y habrá que desarrollar nuevas. Se exigen normas específicas sobre abastecimiento de agua y saneamiento. El caudal de aguas residuales, 1.483,18 m3/día (205,44 SUC, 474 SUNC, 803,17 SUS) exige la ampliación de la EDAR de Perales en dos líneas de depuración, de las que sólo hay espacio para una, con lo que se exige la reserva de terreno para ampliar la EDAR con la calificación de Red General de Infraestructuras Sociales. 

5 y 6. Respuesta común: se pospone el desarrollo de la zona de la Vega. En consecuencia, la red existente cuenta con capacidad suficiente para las necesidades del suelo urbano. El urbanizable industrial participará en la parte proporcional de infraestructuras que requiera su desarrollo, y se firmará una Adenda entre el Ayto. y el CYII antes de la aprobación del plan parcial. No se dice nada del encauzamiento en suelo urbano que permanece previsto.
7. Informe DG Arquitectura: recomienda llamar a la ordenanza “Manzana Cerrada grado 1º y 2º” Casco Antiguo, grado1º y 2º. Se propone establecer la edificabilidad como resultante de aplicar parámetros de ocupación, altura y retranqueos, computar la planta bajo cubierta, limitar la altura máxima a 9,5m, obligar a cubiertas inclinadas, regular escalonamientos de edificación, quitar fondo edificable para uso industrial y reducir la altura obligada de 4,5m, regular los usos industriales compatibles y grafiar su localización, condicionar sótanos y semisótanos, proteger las cornisas de Cuevas Altas con un estudio detallado del barrio y posible catálogo.
Se cambia la denominación solicitada, pero se mantiene la regulación de la edificabilidad de fondo, altura y retranqueo por haber sido la utilizada desde las Normas previas.

8, Informe DG Calidad y Evaluación Ambiental: se informa favorablemente de la eliminación de los suelos urbanos de la zona del arroyo de la vega, cuando permanecen como urbanos aunque según la normativa del 78, y de la capacidad de garantizar los recursos hídricos según el informe del CYII.

ALEGACIONES
Nº 11. Solicita la clasificación como suelo urbano de su finca. Respuesta que mantiene su clase como urbano según las Normas 78.

Nº 15 SANTICAL SL, que cambien redes supramunicipales de sitio en el sector industrial para que no estén en el margen de la carretera. Se estima
Nº 16 Aurora Corcobado (c/Huertas nº 9) que le clasifiquen su vivienda como suelo urbano pues tiene una licencia urbana. Desestima, y permanece fuera del ámbito. Esto va en contra de los criterios generales de justificación de inseguridad jurídica.
Nº 18 EUROTRADING CORPORATION SL: clasifiquen suelo de AA-04 como SUC, sin perder el anterior aprovechamiento, y sin cesiones. Que a través de convenio se transforme el área ordenada y que se saque la glorieta del ámbito. Se estima parcialmente al mantener uso residencial previo y convenio según gestión de la ficha.

Nº 19 AYUNTAMIENTO: 

1. situación bajo rasante_ R: según informe DG Arquitectura 19/12/06
2. incongruencias de cifras_ R: modifica texto
3. dimensiones mínimas de vivienda_ R: def. en NNUU 4.3.2 b y c
4. vías pecuarias en SUo_ R: ya recogido en NNUU 7.5
5. protección de edificios_ R: no es objeto de las Normas revisar el Catálogo de Bienes Protegidos, y se mantienen los criterios de Normas 91 más criterios DG Arquitectura.
6. zona verde C/Alamillo_ R: no existen propiedades privadas en ese suelo según callejero y base cartográfica(¿) e inspección visual, es viario.
7. zona verde Av/Paz-cta Morata y con. Al río_ R: modif.. según criterios Ayto.
8. ordenación polígono Mirabueno_ R: modif.. según criterios Ayto.
9. obras junto al Cementerio no incluidas en el documento_ R: modif.. según criterios Ayto.
10. delimitación de AANI-05_ R: modif.. según datos aportados por propiedad
11. delimitación de AA-01 y AA-07_ R: modif.. según datos de Ayto.
12. delimitación de AA_05_ R: cambio implica modif.. del ámbito de NNTT. Pospone propuesta a PGOU
13. no correspondencia de la delimitación del SUo de las Normas 78 en parcelas junto a la Cta. De Morata_ R: estima y modifica
14. alineación de Normas 91 a Cta. N-III. Incluido en NNUU según informe DG Transportes
15. % ocupación en NNUU Zona 1_ R: suprimen % ocupación en Zona 1 según informe DG Arquitectura
16. medición interior de altura de manzana cerrada_ R: en NNUU 5.5
17. espacio público en conexión con C/Barrio Nuevo_ R: modif.. según datos del técnico mpal.
18. trama residencial sobre uso inf.. servicios junto gasolinera y Guardia Civil. _ R: calificación es infr. servicios
19. modificación de viario AANI-01_ R: trazado correcto según topografía
20. delimitación AA-08_ R: ajusta delim. ámbito a eje de viario
21. definición de alineaciones en planos de ordenación_ R: alineación en planos en negro grueso de manzanas
22. edificabilidades y número de viviendas propuestas en AANI_ R: remite a ficha del ámbito
23. viario nuevo en AANI-01_ R: ratifica imposibilidad de dicha calle
24. uso global residencial en Zona 1_ R: art.NNUU 8.1.3
25. utilización de espacios bajo cubierta para trasteros_ R: prohibidos trasteros bajo cubiertas
26. definición de cocina como pieza no habitable_ R: según cap. NNUU 5.6
27. distancia entre cuerpos de edificación y medición de altura en patios_ R: según cap. NNUU 5.5
28. Condiciones estéticas_ R: según informe DG Arquitectura
29. edificaciones en zona de Vega_ R: remite al PGOU
30. mantener uso residencial plurifamiliar en zona El Calvario_ R: remite al art. 36 Ley 9/2001 para no incrementar intensidad edificatoria en AH-02 por deficitaria en redes locales
31. indefinición del uso aparcamiento_ R: def. en NNUU 4.8.2.d dentro de Comunicaciones de Uso Infraestruicturas
32. infr.de servicio propuesta_ R: refiere a uso del suelo; Edif.. según NNUU 4.8
33. inclusión de conjunto Lágrimas de San Pedro en catálogo de elemento natural protegido_ R: No se han incluido, por el objeto y alcance de las NNTT, Catálogo de Espacios Naturales Protegidos. 
34. obligatoriedad de ejecutar los tendidos de redes bajo tierra_ R: “según legislación sectorial de referencia”
35. inclusión de zona c/Barrio Nuevo en Zona 1, grado 1º_ R: modif.. según alegación Ayto.
36. delimitación de suelo urbano en zona norte “Rana Alta”_ R: excluidos del ámbito, por tanto regulados por las Normas 78
37. tubería de diámetro 650mm en arroyo junto a SUS-02 y SUS-03_ R: cálculo mediante proyecto técnico específico.
38. continuidad del cauce natural del Arroyo de la Vega_ R: como consecuencia del periodo de información pública, el tratamiento del Arroyo de la Vega queda excluido del ámbito de las NNTT.
Nº 21 EUROTRADING CORPORATION SL: proa. Suelo en AA-02b, piden contenido estipulado en Convenio firmado con el Ayuntamiento el 10/05/06. En caso de no cumplir lo convenido, que se considere SUC Zona1, grado 1º sin cesiones_ R: desestimar porque es SUNC. Convenios no son documentos de planeamiento y deben atenerse a la Ley9/2001.
Nº23 Que se rectifique la calificación del suelo de Cabeza de Bueyes en su parte alta.(Valdeperales) _ R: desestimar, por no estar incluido en el ámbito de las NNTT, ni en los criterios y objetivos de la memoria de las NNTT.

Notas sobre la modificación del ámbito de suspensión del planeamiento.
El documento aprobado definitivamente pospone el desarrollo de los sectores urbanizables residenciales, inicialmente previstos al este del casco en la zona de ribera del Arroyo de la Vega, considerando  el Plan General como documento más adecuado para el estudio integral del municipio y la gestión. Se ignora por qué las características del desarrollo industrial previsto no requieren la misma reflexión, y por qué en los distintos planos de ordenación del documento aprobado definitivamente, planos de saneamiento, abastecimiento e inundabilidad, se han dejado previstas las conexiones de las redes de infraestructuras y viario para los desarrollos que se han excluido del ámbito. Es evidente que el crecimiento previsto inicialmente se mantiene entre los objetivos de desarrollo previstos, pero en lugar de hacer una reflexión sobre la ordenación más adecuada una vez emitidos los informes y alegaciones en el periodo de información pública, se ha excluido del ámbito para evitar la repercusión negativa que la ordenación de la zona había causado. Por tanto, no ha sido un juicio técnico, resultado de la participación pública y de los informes sectoriales, en el que se valorara comparativamente la importancia de dicho desarrollo para el interés general, ordenación de suelos para redes públicas y viviendas de protección, frente a la pérdida de valores existentes, ambientales, agrícolas o paisajísticos.
